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I.- PLANTEAMIENTO 
 

 La Directiva 2014/17/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 4 

de febrero de 2014, sobre los contratos de crédito celebrados con 

los consumidores para bienes inmuebles de uso residencial y por la 

que se modifican las Directivas 2008/48/CE y 2013/36/UE y el 

Reglamento (UE) nº 1093/2010, debiera haber sido transpuesta antes 

de marzo de 2016 al ordenamiento jurídico español para incorporar, 

cuando menos, el nivel de protección que quienes realizan contratos 

sobre viviendas de uso residencial.  

 

 Durante 2017 se han dado pasos para superar ese retraso y se 

ha presentado por el Gobierno de España un Anteproyecto de Ley 

Reguladora de los Contratos de Crédito Inmobiliario sobre el que, 

por su importancia, la asociación judicial Juezas y Jueces para la 

Democracia quiere efectuar algunas consideraciones que podrían 

servir para su estudio y debate durante su tramitación parlamentaria, 

con el fin de servir mejor al fin de la Directiva, que es la protección 
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de la parte contractualmente más débil que 

interviene en esta clase de contratos.  

 

 Para ello analizaremos su ámbito objetivo de 

aplicación, el subjetivo respecto a las personas a las 

que afecta, cuestiones sobre la renunciabilidad de 

derechos y algunas relativas a concretas cláusulas 

que deben ser objeto de incorporación 

transparente, como la comisión de apertura o la 

vinculación de parientes a los contratos a que 

afecta. 

 

 

II.- ÁMBITO OBJETIVO  
  

 El anteproyecto comienza explicando en su 

Exposición de Motivos (I) que los contratos a los 

que se refiere son aquellos que se garantizan 

“mediante hipoteca sobre vivienda o cuya finalidad 

sea la adquisición de bienes de uso residencial”. Es 

decir, inmuebles con un determinado designio, que 

es servir a vivienda familiar o personal, lo que 

supone excluir las de uso industrial, comercial, 

administrativo o de otra índole.  

 

 Así se aclara en el texto articulado, puesto 

que el art. 2.1.a), sobre el ámbito de aplicación, 

dispone que el contrato debe tener por objeto la 

concesión de préstamos con garantía hipotecaria “u 

otro derecho real” sobre “inmueble de uso 

residencial”. Por tanto, garantías reales que afectan 

a un inmueble que vaya a destinarse a tal uso, 

excluyendo los antes citados.  

 

 No obstante hay una importante precisión en 

el art. 2.1.b), que también incluye en su ámbito de 

aplicación los contratos que afecten a “terrenos o 

inmuebles construidos o por construir”, situándose 

por tanto en un estadio previo al uso residencial, 

aunque se hayan adquirido con la finalidad de 

afrontar un proceso constructivo que termine con la 

creación de inmuebles destinados a tal uso. En 

estos casos se reduce la protección de su 

regulación a quienes intervengan como 

prestatarios, fiadores o garantes que ostenten la 

consideración consumidor, y no a cualquier persona 

física. 

 

 En este apartado queremos subrayar la 

heterogeneidad de expresiones que utiliza el 

anteproyecto. Cuando se refiere al inmueble que va 

a ser objeto de garantía, el texto emplea la 

expresión “vivienda” en los apartados I, II y III de la 

Exposición de Motivos, y en los arts. 2.2, 2.4.e), 15.1, 

DF 3ª.2, y DF 4ª. También usa la Exposición de 

Motivos en el apartado III la expresión “vivienda 

residencial”, que también emplea en la DF 4ª. En 

cambio se adopta la expresión “inmueble de uso 

residencial” en los arts. 2.1.a), 13.1, 15.1, 16.1, DF 

1ª.2 y 3, DF 3ª.2 y DF 10ª.  

 

 Esa heterogeneidad en la denominación 

debiera ser corregida, pues contamos con la 

experiencia que aporta la litigiosidad en materia de 

ejecución hipotecaria. Como es bien conocido, a 

partir de la STJUE 14 marzo 2013, C-415/11, caso 

Aziz, se aprobó la Ley 1/2013, de 14 de mayo, de 

medidas para reforzar la protección a los deudores 

hipotecarios, reestructuración de deuda y alquiler 

social, que suscitó números procedimientos 

judiciales donde uno de los temas de debate era, 

precisamente, el concepto de vivienda.  

 

“mediante hipoteca sobre vivienda o 

cuya finalidad sea la adquisición de 

bienes de uso residencial” 

Ámbito objetivo 
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 En medio de aquella oleada de litigios se oponía en muchos 

casos que la garantía real no recaía sobre vivienda de esa clase, 

porque no era residencial, no se utilizaba de manera continuada, se 

destinaba a uso estudiantil, para arrendar a terceros incluso de 

manera esporádica (SAP Álava, Secc. 1ª, 9 diciembre 2015, rec. 

618/2015), vacacional o profesional, o como mera inversión (SAP 

Pontevedra, Secc. 1ª, 14 octubre 2014, rec. 377/2014, 9 julio 2015, 

rec. 311/2015), pues se ha admitido ya que puede ser consumidor 

quien actúa con ánimo de lucro (STS 13 septiembre 2017, rec. 

2594/2015). 

 

 La expresión legal que deba utilizarse no resulta, por ello, 

baladí. Habría de concretarse y para evitar cualquier clase de 

equívocos, usar la misma expresión. Una fórmula es acudir a la que 

emplea el art. 1 de la traducción auténtica de la Directiva 2014/17/

UE, es decir, “inmueble de uso residencial”. No obstante, dadas las 

dudas que generaron usos diversos, como el turístico, vacacional, o 

incluso la adquisición para inversión, quizá pudiera usarse 

simplemente “vivienda”. De ese modo se incluiría la residencial, la 

“segunda” vivienda, la que se arrienda o sirve de inversión.  

 

 

III.- ÁMBITO SUBJETIVO  
 

 Para definir el ámbito subjetivo de protección de la norma, el 

apartado I de la Exposición de Motivos del Anteproyecto recuerda 

que la incorporación de la directiva persigue posibilitar “un régimen 

específico de protección de las personas físicas que participan como 

deudoras, garantes o titulares de garantías en préstamos o créditos 

garantizados mediante hipoteca sobre vivienda o cuya finalidad sea 

la adquisición de bienes inmuebles de uso residencial”.  

 

 Con tal fin señala el mencionado apartado I de la Exposición 

de Motivos del Anteproyecto que “la protección que otorga la Ley 

alcanza a todas las personas físicas, aunque la Directiva establece un 

ámbito levemente más reducido, los consumidores…”, recordando 

que así se mantiene “… la línea tradicional de nuestro ordenamiento 

jurídico de ampliar el ámbito de protección a colectivos como los 

trabajadores autónomos”.   

 

 Hecha la declaración de principios, en el articulado se adopta 

la decisión de que se verán afectadas por el futuro texto legal todas 

las personas físicas, dispongan o no la consideración de consumidor. 

Dice al respecto el art. 1 del Anteproyecto que es objeto de la ley 

“establecer determinadas normas de protección de las personas 

“un régimen 

específico de 

protección de las 

personas físicas 

que participan 

como deudoras, 

garantes o 

titulares de 

garantías en 

préstamos o 

créditos 

garantizados 

mediante hipoteca 

sobre vivienda o 

cuya finalidad sea 

la adquisición de 

bienes inmuebles 

de uso 

residencial”.  
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físicas que sean deudoras, fiadores o garantes, de 

préstamos que estén garantizados mediante 

hipoteca sobre bienes inmuebles de uso residencial 

o cuya finalidad sea su adquisición”.  

 

 Las personas físicas protegidas son las que 

ostenten esa calificación contractual. Lo corrobora 

el art. 2.1 del anteproyecto, cuando al referirse al 

ámbito de aplicación de la ley, dispone que afectará 

a los contratos de préstamo “cuando el prestatario, 

el fiador o garante sea una persona física…”.  

 

 Por tanto la aplicación de la norma se 

extiende no sólo a consumidores, sino a 

trabajadores autónomos, personas que tienen 

empleadas a otras en el servicio doméstico, los 

comerciantes personas físicas a que alude el art. 1 

del Código de Comercio, el Emprendedor de 

Responsabilidad Limitada a que alude el art. 3 de la 

Ley 14/2013, de 27 de septiembre, de apoyo a los 

emprendedores y su internacionalización, o los 

supuestos que regula la Ley 31/2015, de 9 de 

septiembre, por la que se modifica y actualiza la 

normativa en materia de autoempleo y se adoptan 

medidas de fomento y promoción del trabajo 

autónomo y de la Economía Social, si concurren en 

persona física. 

 

 Con ello se consiguen dos efectos positivos. 

En primer lugar, que no haya que acudir 

forzosamente al concepto de consumidor que 

dispone el art. 3 del RDL 1/2007, de 16 de 

noviembre, por el que se aprueba el texto refundido 

de la Ley General para la Defensa de los 

Consumidores y Usuarios y otras leyes 

complementarias (TRLGDCU). Por otro lado, 

disminuirá la litigiosidad sobre la aplicabilidad o no 

de la futura norma al ser más sencillo determinar la 

condición de persona física o jurídica, que la 

condición o no de consumidor.  

 

Sobre esta última distinción son muchos los 

problemas que se suscitan en los tribunales, puesto 

que no ha establecido el TRLGDCU una regla 

probatoria clara, de modo que se disputa sobre 

quien ha de acreditar la condición que permite 

aplicar la legislación tuitiva. Se cuenta al respecto 

con la jurisprudencia del TJUE que distingue la 

condición de consumidor o profesional (STJUE 20 

enero 2005, C- 464/2005, caso Gruber, STJUE 14 

marzo 2013, C-419/11, caso Ceska Sporitelna, STJUE 

3 septiembre 2015, C-110/14, caso Costea, y el 

ATJUE 19 noviembre 2015, C-74/15, caso Tarcau). Y 

por otro lado la propia jurisprudencia nacional que 

ya ha abordado casos como los contratos de “doble 

finalidad” (STS 3 junio 2016, rec. 2499/2014 y 5 abril 

2017, rec. 2783/2014).   

 

En el futuro habría de pensarse en disponer una 

presunción legal iuris tantum que favorezca la 

apreciación de la condición de consumidor, aunque 

no la imponga si se demuestra otra cosa. 

Entretanto, la apuesta del anteproyecto por 

extender la protección a cualquier persona física, 

sea o no consumidora, es un avance que debe ser 

reconocido por ampliar objetivamente el marco de 

protección de la norma y contribuir a la 

disminución de la litigiosidad sobre la condición 

personal del contratante. 

 

 

IV.- IRRENUNCIABILIDAD DE LOS 

DERECHOS 
 

Es recurrente sostener que las normas tienen la 

eficacia que proporciona la sanción que acarrea la 

vulneración de sus previsiones. Por ello queremos 

destacar que la previsión del art. 3 del 

anteproyecto, siguiendo lo enunciado en el 

apartado II de la Exposición de Motivos, establece la 

irrenunciabilidad de los derechos que recoge la 

futura ley.  

 

En primer lugar resulta criticable que la rúbrica 

del artículo utilice tal expresión, “renunciabilidad”, 

que luego olvida el contenido del precepto, que se 

contrae a establecer el carácter imperativo de las 

normas del texto y su indisponibilidad para las 

partes.  

 

Esa previsión merece una mejora técnica, que 

garantice unos términos homogéneos con las 
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previsiones del art. 6.3 del Código Civil (CCv), el art. 10 TRLGDCU o el 

art. art. 5 de la Ley 7/1998, de 13 de abril, sobre Condiciones Generales 

de la Contratación (LCGC).  

 

El Código Civil establece clara y rotundamente en su art. 6.3 que 

son “nulos de pleno derecho”, salvo que se disponga un efecto 

distinto, los actos contrarios a normas imperativas y prohibitivas. De 

forma concisa y tajante se dispone la sanción de nulidad a cualquier 

acto o disposición contractual que vulnere normas que la ley ha 

pretendido preservar otorgándoles la consideración de ius cogens.  

 

El art. 10 TRLGDCU mantiene idéntica opción legislativa. Dispone 

que “La renuncia previa a los derechos que esta norma reconoce a los 

consumidores y usuarios es nula, siendo, asimismo, nulos los actos 

realizados en fraude de ley de conformidad con lo previsto en el 

artículo 6 del Código Civil”. De nuevo se sanciona con la nulidad, la 

más grave de las consecuencias posibles, la realización de actos o 

disposiciones que contravengan normas imperativas, en particular la 

renuncia de derechos.  

 

Finalmente el art. 8.1 LCGC previene otro tanto al disponer: “Serán 

nulas de pleno derecho las condiciones generales que contradigan en 

perjuicio del adherente lo dispuesto en esta Ley o en cualquier otra 

norma imperativa o prohibitiva, salvo que en ellas se establezca un 

efecto distinto para el caso de contravención”. Es decir, sanción de 

nulidad por vulnerar normas indisponibles para las partes.  

 

Creemos que el art. 3 del anteproyecto de una norma del siglo XXI 

no puede retroceder respecto a previsiones decimonónicas y del siglo 

XX. Lo coherente es que la prohibición de renuncia a derechos que 

concede el anteproyecto, transponiendo previsiones de una Directiva 

de la Unión Europea, se garantice previendo como consecuencia la 

nulidad de tal renuncia, lo que ahora no consta expresamente recogido 

en la norma ni en el capítulo IV del anteproyecto, donde se disciplina el 

régimen sancionador. 

 

La nulidad consecuente de la renuncia a lo indisponible debe ser 

de pleno derecho, y la consecuencia, como dispone la jurisprudencia 

del TJUE de claro matiz sancionador (STJUE de 30 de mayo 2013, C-

488/11, caso Dirk Frederik Asbeek Bruse, 14 de junio de 2012, C-

618/10, caso Banesto, y 21 enero 2015, C-482, 484, 485, 487/13, caso 

Unicaja Banco y Caixabank), es que ningún efecto produce, 

propiciando que el profesional predisponente las evite. Sólo así se 

garantiza el principio de no vinculación que dispone el art. 6.1 de la 

Directiva 93/13/CEE del Consejo, de 5 de abril de 1993, sobre las 
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cláusulas  abusivas en los contratos celebrados con 

consumidores, en virtud del cual “Los Estados 

miembros establecerán que no vincularán al 

consumidor, en las condiciones estipuladas por sus 

derechos nacionales, las cláusulas abusivas que 

figuren en un contrato celebrado entre éste y un 

profesional y dispondrán que el contrato siga 

siendo obligatorio para las partes en los mismos 

términos, si éste puede subsistir sin las cláusulas 

abusivas”. 

 

Incluso podría avanzarse respecto a lo que 

previene la normativa de los siglos XIX y XX que se 

ha citado. Como hace el Código Civil en el art. 1306

-2, podría establecerse que la renuncia a derechos 

que reconoce no sólo supondrá la nulidad de lo 

establecido, sino la pérdida de cualquier derecho 

que pudiera tener el predisponente o la parte 

contractual beneficiada por la renuncia, como 

sanción añadida al incumplimiento de la 

prohibición legal. 

 

 

V.- ALGUNA CONSIDERACIÓN SOBRE LA 

COMISIÓN DE APERTURA 
 

 Sobre las previsiones en materia de 

transparencia hay que hacer alguna consideración 

porque los términos de la redacción del 

anteproyecto denotan algunas consecuencias 

discutibles. Así sucede con el art. 5.3 del 

anteproyecto, que se refiere a la llamada comisión 

de apertura. Dice la futura norma que se devengará 

una sola vez, y englobará todos los gastos de 

estudio, tramitación o concesión del préstamo y 

otros similares “inherentes” a la actividad del banco 

que conceda el préstamo. 

 

 Llama la atención esta previsión porque justo 

antes el art. 5.2 había dispuesto que sólo pueden 

“percibirse comisiones por servicios relacionados 

con los préstamos que hayan sido solicitados en 

firme o aceptados expresamente por un prestatario 

o prestatario potencial y siempre que respondan a 

servicios efectivamente prestados…”. Como parece 

razonable, lo que se puede reclamar es la 

retribución de un servicio que se presta al cliente, 

pero no el sostenimiento del funcionamiento 

propio del prestamista. 

 

 El Banco de España tiene establecido que si 

no hay un servicio prestado al cliente, no cabe 

exigir retribución o comisión. Dice al respecto su 

Informe al Senado sobre determinadas cláusulas 

presentes en los préstamos hipotecarios, en Boletín 

Oficial Cortes Generales Senado 7 mayo 2010, núm.  

457, pág. 19, que en tal tesitura se sitúan los 

“gastos de estructura necesarios para producir y 

administrar los préstamos, que son independientes 

del precio del dinero”. 

 

 La Directiva que el anteproyecto pretende 

trasponer, menciona esta comisión de apertura en 

el §50 y en el art. 17.2 con la finalidad de que se 

explique su importe para que el cliente pueda 

conocer el coste total del crédito. Es decir, si hay tal 

comisión, debe conocerse su importe, pues así 

percibe el consumidor que el coste del préstamo no 

sólo se extiende a los intereses pactados, sino 

también a los demás gastos exigibles.  

 

Pero esa previsión de la Directiva dista mucho 

de lo previsto en el art. 5.3 del anteproyecto, que 

denota que la comisión es exigible. Lo cual es 

discutible porque decidir si se otorga o no un 

préstamo es propio del objeto social del 

prestamista, no un servicio que se presta al cliente.  

 

 Si poco antes el art. 5.2 del anteproyecto 

prohibía repercutir al cliente comisiones o gastos 

por servicios que no se prestan, lo dispuesto en el 

art. 5.3 habría de suprimirse para no dar carta de 

naturaleza legal a la comisión de apertura.   
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VI.- SOBREGARANTÍA Y VINCULACIÓN DE PARIENTES O CÓNYUGES 
 

 El art. 12.1 de la Directiva dispone que los Estados miembros prohibirán 

las prácticas de ventas vinculadas pero autorizarán las de ventas combinadas. 

Por excepción, en este ámbito de los contratos inmobiliarios, el art. 12.2 permite 

a los Estados autorizar ventas vinculadas de prestamistas que afecten al cónyuge 

o familiares del cliente. 

 

 Para ello el anteproyecto autoriza en el art. 8.3 al prestamista a vincular el 

préstamo a que el prestatario, cónyuge o un pariente por consanguinidad o 

afinidad hasta el segundo grado, contrate ciertos productos financieros. Sigue la 

previsión de la Directiva y una práctica muy extendida en el sector.  

 

 Pero nada se regula sobre el aval, fianza o garantía añadida a la 

hipotecaria que tan común es en este ámbito de contratación. En el 

anteproyecto su art. 1, dedicado al objeto de la norma, menciona la protección 

de los fiadores, a los que el art. 2 somete al ámbito de aplicación. 

 Como se indicaba, es muy frecuente entre nosotros que a la garantía 

hipotecaria se superponga la personal de un tercero, usualmente cónyuge o 

familiar del prestatario. Es habitual también, casi una cláusula de estilo, que el 

avalista o fiador renuncie a los derechos que le reconoce el Código Civil, 

beneficios de orden (art. 1822 CCv), división (art. 1837 CCv) y excusión (arts. 

1830 y ss CCv), lo que algunos tribunales tachan de abusivo (SAP Gipuzkoa, 

Secc. 2ª, 30 septiembre 2015, rec. 2223/2015, AAP Pontevedra, Secc. 1ª, 6 abril 

2016, rec. 128/2016). 

 

 Sin embargo esta práctica de exigir aval en préstamos que ya gozan de 

garantía hipotecaria, supone una sobregarantía que otros ordenamientos 

jurídicos de la Unión Europea prohíben, sancionando su existencia con la 

nulidad.  

 

La última crisis ha propiciado prácticas discutibles, como que ciertos créditos 

sean directamente reclamados al avalista o fiador, en lugar de tratar de hacerse 

efectivo frente al deudor principal o contra la garantía hipotecaria, mucho más 

difícil de ejecutar. Esta práctica es posible porque se aprovecha la renuncia 

indiscriminada de los derechos que una regulación decimonónica como el 

Código Civil había reconocido a cualquier fiador.  

 

 Quizá este anteproyecto sea un buen momento para recoger la 

prohibición de sobregarantía, con la consiguiente sanción de nulidad en caso de 

incumplimiento, o para apartar estas prácticas de renuncias incondicionadas que 

convierten en deudores principales a los avalistas que creían de buena fe que 

sólo iban a ser perseguidos después de que se ejecutara la hipoteca y se 

apremiaran el resto de bienes del deudor hipotecario. 
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El presente artículo es el tercero y último de los 

publicados en el Boletín de la Comisión de Derecho 

Privado a propósito del juicio verbal y la reforma 

operada en el mismo por la Ley 42/2015.  

 

Sin duda, la mayor novedad de la reforma radica 

en la regulación de la contestación escrita que, no 

obstante, no se prevé para todos los procesos que 

se tramitan como juicio verbal. Puede sintetizarse 

dicha estructura procesal, con o sin contestación 

escrita, de la siguiente manera: 

 

A) Procesos con contestación escrita tras la 

reforma.  
 

 Juicios Verbales plenarios y sumarios que no 

están regulados por normas especiales, Juicio 

Monitorio y Juicio Cambiario. 

 Artículos 34 y 35 LEC: Reclamación de 

honorarios por abogado/a y procurador/a: tras 

la reclamación, la parte reclamada puede 

impugnar; tras ello, el/la LAJ debe dar trámite 

escrito al Abogado/a o Procurador/a.  

 250.1 3º en relación con el artículo 441.1 LEC 

(posesión de bienes adquiridos por herencia): la 

parte reclamante que aparezca tras el anuncio 

debe comparecer y alegar contestando por 

escrito la demanda. 

 250.1 7º en relación con el 441.3 LEC (eficacia 

de derechos reales inscritos). 

 250.1 10º y 11º en relación con el artículo 441.4 

LEC: La ley ya no habla de oposición, sino de 

contestación. La misma debe ser escrita. 

 Artículo 260.1 LEC: Diligencias preliminares - La 

parte solicitada puede impugnar por escrito la 

petición. Habrá vista si lo solicitan las partes. 

 Artículo 617 LEC: Tercerías de mejor derecho - 

Se tramitarán siempre por los cauces del juicio 

verbal: con contestación escrita. 

 Artículo 715 LEC. Oposición escrita a la 

liquidación de daños y perjuicios, frutos y rentas 

y rendición de cuentas. 

 794.4 LEC: Dentro de la intervención del caudal 

hereditario (Sección 2ª de la División de la 

Herencia), concretamente la Formación del 

inventario, constancia escrita por el/la LAJ de las 

pretensiones y la fundamentación jurídica. 

SISTEMA HÍBRIDO: las partes dictan al/la LAJ. 

 Artículo 800.4 LEC: Administración del caudal 

hereditario, impugnación de las cuentas finales: 

la parte cuentadante tiene que contestar por 

escrito a la impugnación de sus cuentas. 

 Artículo 809.2 LEC: Dentro de la liquidación del 

régimen económico matrimonial, 

concretamente la Formación de Inventario, 

constancia escrita por el/la LAJ de las 

pretensiones y la fundamentación jurídica, = 

que 794.4 LEC. SISTEMA HÍBRIDO. 

 Artículo 20 Ley de Asistencia Jurídica Gratuita: 

Impugnación de la denegación de asistencia 

jurídica gratuita: escrito de impugnación y 

alegaciones LAJ han de hacerse por escrito. 

LA REFORMA DEL 
JUICIO VERBAL POR LA 
LEY 42/15 (III): JUICIOS 
VERBALES ESPECIALES. 

COMISIÓN DE DERECHO PRIVADO 

JUEZAS Y JUECES PARA LA 

DEMOCRACIA 
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B) Procesos que mantienen la oralidad en la contestación. 
 

 * Desahucio (Artículo 440.3 LEC). Cuestión discutible. 

 * Incidente de ocupantes (Artículo 675.3 LEC). 

 * Medidas cautelares (Artículo 734 con audiencia del demandado y 741 

sin audiencia del demandado ambos de la LEC). 

 * Medidas provisionales en familia (Artículo 773 LEC). 

 * División de la herencia / Sección Primera: Procedimiento para la 

división de la herencia (Artículo 785 LEC). 

 * Liquidación régimen económico matrimonial, con la excepción de la 

fase de formación de inventario (Artículos 810 y 811 LEC). 

 

En cuanto a los juicios verbales especiales, destacamos las siguientes 

cuestiones derivadas de la reforma: 

 

1) El juicio verbal para asegurar la eficacia de derechos reales 

inscritos (artículo 250.1 7º Ley de Enjuiciamiento Civil): 

Problemática de la contestación escrita, prestación de la 

caución y manifestación de la parte demandada sobre la 

caución: 
 

Conforme a la regulación anterior a la reforma, la prestación de caución 

por la parte demandada era un requisito para poder contestar. Dicha 

contestación era oral. En la actualidad, esta exigencia se mantiene (artículo 

444.2 LEC). Sin embargo, la contestación a la demanda pasa a ser escrita y la 

referencia a la prestación de la caución se sigue refiriendo a la vista (artículo 

439.2 LEC). Parece que el legislador ha pasado por alto esta cuestión y la 

regulación actual es contradictoria o al menos inaplicable en su tenor literal, 

de manera que lo razonable es adelantar la posible prestación de caución y la 

realización de las alegaciones sobre la misma por parte del demandado al 

momento anterior a la contestación escrita de la demanda. Para ello, se 

convierte en necesario advertir a la parte demandada en el requerimiento 

para contestar a la demanda de la carga de prestar o alegar sobre dicha 

caución para poder contestar la demanda. 

Para el caso de que la parte demandada no preste caución o no conteste 

a la demanda, parece que el pleito deberá quedar visto para sentencia sin más 

trámites (artículo 440.2 LEC). 

 

2) El Juicio de Desahucio. Algunas cuestiones problemáticas 

que siguen sin ser reguladas: 

a) La contestación, ¿es escrita?. 

El artículo 440.3 párrafo 1º de la Ley de Enjuiciamiento Civil dispone: “…o 

en otro caso comparezca ante éste y alegue sucintamente, formulando 
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oposición, las razones por las que, a su entender, no debe, en todo o en parte, la cantidad 

reclamada o las circunstancias relativas a la procedencia de la enervación”. 

 

La tesis favorable sostiene que el legislador no ha introducido la contestación escrita 

expresamente para el desahucio. En aquellos procesos en los que se ha producido un 

cambio, se ha introducido expresamente el término contestar, eliminando la mención 

expresa a oponerse (por ejemplo en los procesos del artículo 250.1 10º y 11º LEC).  

 

Por el contrario, otra tesis afirma que en los juicios verbales en general ya no hay 

contestación oral salvo que la ley lo prevea expresamente. En el desahucio, el término 

oposición equivale a la contestación a la demanda y es limitada a dos motivos: pago o 

circunstancias relativas a la enervación. 

 

b) ¿Qué ocurre con los documentos?. 

Si entendemos que la contestación a la demanda se produce por escrito al realizarse 

la oposición al requerimiento, los documentos habrán de acompañarse con la misma. 

Por el contrario, si la contestación a la demanda es oral en la vista, podrán presentarse 

en ésta. 

 

c) ¿Puede el demandado variar o ampliar las causas de oposición al contestar?. 

Si la contestación es escrita al producirse la oposición, la respuesta ha de ser negativa 

(artículo 412 LEC).  

Por el contrario, si la contestación se produce en la vista, sí que será posible la 

variación de esas alegaciones siempre que no se aleguen nuevas causas de oposición 

incompatibles con las ya invocadas. 

 

d) El artículo 440.4 LEC, ¿a qué clase de juicios se aplica?. 

El legislador no ha resuelto este problema con la reforma. Dicho precepto dispone lo 

siguiente: “En todos los casos de desahucio, también se apercibirá al demandado en el 

requerimiento que se le realice que, de no comparecer a la vista, se declarará el desahucio 

sin más trámites y que queda citado para recibir la notificación de la sentencia que se 

dicte el sexto día siguiente al señalado para la vista. Igualmente, en la resolución que se 

dicte teniendo por opuesto al demandado…”. 

 

El tenor literal del precepto solo puede referirse al juicio de desahucio por falta de 

pago (artículo 440.3 LEC) ya que solo en éste hay requerimiento y oposición de la parte 

demandada. 

 

Otra consecuencia derivada de lo anterior en relación con el lanzamiento es que solo 

cabrá fijar la fecha del mismo anticipadamente en el juicio por desahucio del 440.3 LEC 

(desahucio por falta de pago de cantidades debidas), pero no en los juicios verbales por 

precario ni en los juicios por desahucio en casos de resolución por vencimiento del plazo 

del contrato). 
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3) El procedimiento de jura de cuentas: La 

irrecurribilidad del decreto del LAJ que 

resuelve el incidente con oposición. 

 

La Sentencia del Tribunal Constitucional de 17 

de marzo de 2016 dispone que “el derecho 

fundamental garantizado por el art. 24.1 CE 

comporta que la tutela de los derechos e intereses 

legítimos de los justiciables sea dispensada por los 

Jueces y Tribunales, a quienes está 

constitucionalmente reservada en exclusividad el 

ejercicio de la potestad jurisdiccional (art. 117.3 CE). 

Este axioma veda que el legislador excluya de 

manera absoluta e incondicionada la posibilidad de 

recurso judicial contra los decretos de los Letrados 

de la Administración de Justicia resolutorios de la 

reposición, como acontece en el cuestionado 

párrafo primero del art. 102 bis.2 LJCA”. 

 

El procedimiento de jura de cuentas regulado 

en la Ley de Enjuiciamiento Civil (artículos 34 y 35) 

prevé que frente al Decreto del LAJ no cabe recurso, 

sin perjuicio de instar el juicio declarativo 

correspondiente. Ello contraviene la doctrina 

sentada en la referida sentencia. 

 

Ante tal situación cabe plantear dos 

posibilidades: 1) Puesto que el decreto no produce 

efectos de cosa juzgada y cabe acudir al declarativo 

correspondiente la doctrina de la Sentencia del 

Tribunal Constitucional citada no resulta de 

aplicación; 2) Frente al decreto y con base en dicha 

doctrina, cabe interponer recurso de revisión 

aunque la ley no lo contemple expresamente. 

 

4) El Juicio Monitorio: 

 

a) ¿Qué normas procesales deben aplicarse a 

los monitorios iniciados como tales antes de la 

entrada en vigor de la Ley 42/2015 si se 

transforman en verbal?. 

 

La Disposición Transitoria 1ª Apartado 1 de la 

Ley 42/15 dispone que “los procesos de juicio 

verbal y los demás que resulten afectados y que 

estuvieran en trámite al tiempo de la entrada en 

vigor de la presente Ley se continuarán 

sustanciando, hasta que recaiga resolución 

definitiva, conforme a la legislación procesal 

anterior”. 

 

Tras la oposición de la parte deudora, la fecha 

del decreto que archiva el juicio monitorio e incoa 

el juicio verbal es la que ha de tenerse en cuenta 

para concluir qué derecho es el aplicable: Si dicho 

decreto es de fecha posterior a la reforma, al juicio 

verbal que se incoa se le aplicará la nueva 

regulación. 

 

b) La nueva regulación de control de las 

cláusulas abusivas. 

 

Pese a lo positivo de esta previsión legal, debe 

criticarse que la misma no se haya hecho extensiva 

para toda clase de proceso en el que los tribunales 

pueden llegar a tener que declarar una cláusula 

abusiva. 

 

El control de la abusividad puede realizarse de 

alguna de las siguientes maneras: 

 

I. Conforme al artículo 815. 4 de la Ley de 

Enjuiciamiento Civil: Declarar la abusividad de 

alguna cláusula al admitirse a trámite la petición 

inicial mediante auto, previa audiencia de las 

partes personadas y continuar con la 

tramitación de la causa, excluyendo la cláusula 

nula y sus efectos (Por ejemplo: todos aquellos 

supuestos en los que de la certificación de saldo 

de deuda quede claro el concepto 

correspondiente a esa cláusula declarada 

abusiva: interés moratorio, gastos por impago, 

comisiones, interese remuneratorios salvo que 

se hayan capitalizado y hayan generado, a su 

vez, interés de mora). 
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II. Conforme al artículo 815. 4 de la Ley de 

Enjuiciamiento Civil: Declarar la abusividad de 

alguna cláusula y archivar la causa por no 

concurrir los requisitos de este tipo de proceso 

especial. (Por ejemplo: en la cláusula de 

vencimiento anticipado, el Tribunal Supremo ha 

declarado estas cláusulas abusivas y no puede 

oponerse para no archivar que este proceso es 

más beneficioso para el consumidor porque no 

lo es; en relación con los intereses moratorios, 

cuando los devengados antes del vencimiento 

anticipado del contrato se han capitalizado, se 

reclaman como principal y, al declararlos nulos 

por abusivos y excluirlos del capital, no es posible 

cuantificarlos y, en consecuencia, la cantidad no 

es determinada). 

III. Si durante la tramitación del monitorio dicho 

control no se efectúa, sería posible realizarlo de 

oficio a través del auto por el que se despacha 

ulterior ejecución, previo traslado a la parte 

ejecutante para alegaciones. En ese proceso de 

ejecución, también debe admitirse la oposición 

del ejecutado por la existencia de cláusulas 

abusivas, siempre que las mismas no hayan sido 

controladas expresamente en el monitorio del 

que procede la ejecución. 

 

c) ¿Qué debe entenderse por oponerse el deudor 

de forma “fundada y motivada”?. 

 

Una verdadera contestación a la demanda en el 

fondo: alegaciones fácticas y jurídicas. No se tiene 

por qué exigir la forma de la demanda, pero no basta 

una alegación genérica y sucinta. Ello exige, también, 

acompañar a dicho escrito los medios de prueba de 

los que el deudor pretenda valerse en el juicio verbal. 

 

Igualmente, lo que alegue, le vinculará y no 

podrá alterar o ampliar sus motivos de oposición, al 

contrario de lo que alguna doctrina permitía antes.  

 

Deben aplicarse a dicha oposición los efectos 

preclusivos del artículo 400 de la Ley de 

Enjuiciamiento Civil. Lo que se ha pretendido con 

esta reforma es otorgar al reclamante mayor 

conocimiento de los motivos de oposición del 

reclamado 

 

La competencia para pronunciarse sobre si la 

oposición está suficientemente motivada y fundada 

corresponde al tribunal, puesto que se trata de una 

función netamente jurisdiccional, de acuerdo con el 

art. 815.1 de la LEC: “En caso contrario, dará cuenta al 

juez para que resuelva lo que corresponda sobre la 

admisión a trámite de la petición inicial” y el inciso 

final del artículo 812.2 de la misma norma cuando 

dispone que “... cuando no proceda su admisión, en 

cuyo caso acordará dar cuenta al juez para que 

resuelva lo que corresponda”.  

d) Otras cuestiones dimanantes de la 

impugnación a la oposición: 

En cuanto a la impugnación de la oposición, 

podrá la parte demandante formular nuevas 

alegaciones en la impugnación a la oposición con el 

fin de combatir los argumentos o excepciones 

expuestos en ésta, máxime cuando la petición inicial 

de procedimiento monitorio se ha efectuado en 

forma sucinta, ello será posible siempre que no se 

alteren las pretensiones inicialmente deducidas y se 

respete la causa de pedir. 

Además, las partes no pueden alegar en la vista 

dimanante del monitorio excepciones procesales no 

expuestas en la oposición a la reclamación monitoria 

o en su impugnación, salvo que puedan ser 

apreciadas de oficio. Tampoco pueden alegar en la 

vista dimanante del monitorio excepciones de fondo 

no expuestas en sus escritos de oposición o 

impugnación, salvo que puedan ser apreciadas de 

oficio (por ejemplo, la caducidad). 

e) ¿En qué momento deben aportar la parte 

acreedora y deudora los documentos y periciales?. 

 

La reforma legislativa pretende impedir 

situaciones sorpresivas para la parte acreedora 

cuando comparece a la vista. Así, si la presentación 
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de los escritos de oposición a la petición inicial de monitorio y de impugnación a 

la oposición determinan el momento preclusivo de las alegaciones fácticas y 

jurídicas, también deben limitar el momento de presentación de los documentos 

y pruebas periciales. 

 

5) El Juicio Cambiario: 

 

Este proceso tan solo fue reformado en lo relativo a la contestación a la 

demanda de oposición cambiaria.  

Sin embargo, pueden analizarse las siguientes cuestiones: 

 

a) ¿Cómo controlar la posible existencia de cláusulas abusivas?. 

Es criticable que no se haya aprovechado la reforma para introducir un 

trámite que permita realizar dicho control en este tipo de procedimientos que, 

obviamente, es posible. 

En el auto que se dicta para admitir a trámite el cambiario y para requerir al 

deudor, ya es posible realizar ese control, previo traslado para alegaciones a la 

parte acreedora. En todo caso, si no se efectúa el mismo en fase de admisión a 

trámite, cabrá efectuarlo a instancia de parte o de oficio en la vista derivada de la 

demanda de oposición cambiaria, si se produce. 

 

Finalmente, si no hay demanda de oposición cambiaria y tampoco ha 

existido control de oficio en el trámite de admisión por el motivo que sea, aun 

sería posible efectuar un control de oficio en el momento previo a dictar auto 

por el que se despacha ejecución. 

 

Así, la STJUE de 26 de enero de 2017 (asunto C-421-14) dispone que “en 

caso de que existan una o varias cláusulas contractuales cuyo eventual carácter 

abusivo no ha sido aún examinado en un anterior control judicial del contrato 

controvertido concluido con la adopción de una resolución con fuerza de cosa 

juzgada, la Directiva 93/13 debe interpretarse en el sentido de que el juez 

nacional, ante el cual el consumidor ha formulado, cumpliendo lo exigido por la 

norma, un incidente de oposición, está obligado a apreciar, a instancia de las 

partes o de oficio, cuando disponga de los elementos de hecho y de Derecho 

necesarios para ello, el eventual carácter abusivo de esas cláusulas”.  

 

b) ¿En qué momento deben aportar acreedor y deudor los documentos?. 

 

La remisión al juicio verbal en el ámbito del juicio cambiario se efectúa 

después de interpuesta la demanda de oposición y presentada la impugnación a 

la oposición. Ambos escritos delimitan el objeto de discusión y, por tanto, las 

partes deben aportar los documentos y periciales de los que deben valerse al 

demandar o contestar. 
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E 
L DERECHO A VOTAR DE PERSONAS 

CON CAPACIDAD JUDICIALMENTE 

MODIFICADA 

 
 

La privación del derecho al sufragio activo a 

personas con la capacidad judicialmente 

modificada, que tiene su base jurídica en el artículo 

3 de la LOREG, ha venido constituyendo la norma y 

no la excepción en una especie de frase 

incorporada “de modelo” a la Sentencia. En muchas 

ocasiones, dicha decisión no resulta nada o no 

suficientemente razonada, lo que puede llevar a la 

resolución a adolecer de falta de motivación. 

 

Desde luego, la adopción e, incluso, la no 

adopción de esa medida exige una motivación. 

Para ello, es necesario que el juzgador cuente con 

elementos fácticos que le permiten tomar una 

decisión ajustada a derecho. Así, por ejemplo, al 

explorar a la persona presuntamente incapaz 

resulta útil incluir preguntas para comprobar si 

tiene o no unos mínimos conocimientos de la 

situación política o un mínimo interés por votar 

(nombre del Presidente del Gobierno, del Rey, si 

conocía cuáles eran los partidos políticos, etc). Es 

muy habitual que la enfermedad que motiva su 

incapacidad haya hecho mella severamente en su 

memoria y en su capacidad intelectiva y volitiva 

muy gravemente, lo que justifica, sin duda, la 

privación del derecho de sufragio por manifiesta 

imposibilidad de ejercerlo de manera libre y 

consciente y para evitar que alguna persona 

cercana con mala intención pueda aprovecharse de 

la persona incapacitada. En otras ocasiones, 

especialmente cuando se trata de gente más joven 

con patologías psiquiátricas que no les invalidan 

completamente, la privación es una decisión 

desproporcionada.  

En todo caso, siempre es posible reintegrar a la 

persona incapaz en ese derecho si varían las 

circunstancias que motivaron la privación. 

 

La doctrina del TS es más bien favorable a no 

privar del derecho de sufragio siempre que la 

situación personal del afectado/a por la 

modificación de la capacidad le permita un nivel de 

conocimiento mínimo respecto del hecho de votar 

y de la decisión adoptada. El Tribunal Supremo 

ha estimado en todo o en parte el recurso de 

casación y ha dejado sin efecto la privación del 

derecho de sufragio en estas dos resoluciones: STS, 

Civil sección 1 del 03 de junio de 2016 (ROJ: STS 

2573/2016-ECLI:ES:TS:2016:2573) y STS, Civil 

sección 1 del 24 de junio de 2013 (ROJ: STS 

3441/2013-ECLI:ES:TS:2013:3441). 

 

En resumen, se trata de una materia 

muy casuística, en la que no es posible, de ninguna 

manera, la privación automática del derecho por el 

solo hecho de declarar la modificación de la 

capacidad. Tampoco puede adoptarse una u otro 

decisión sin motivación.  

 

 

 

I 
NNECESARIEDAD DE CELEBRACIÓN DE 

VISTA PARA REALIZAR CONCLUSIONES 

EN EL JUICIO VERBAL EN SUPUESTOS EN 

CU ESTIONES DEBATIDAS EN LA COMISIÓN: 
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LOS QUE LA SOLICITA ALGUNA DE LAS 

PARTES  

 

Conforme al artículo 438.4 de la Ley de 

Enjuiciamiento Civil, si alguna de las partes solicita 

la celebración de vista, ésta debe convocarse. La 

cuestión que se plantea es si el tribunal debe 

obligatoriamente convocarla en los casos en los 

que la única pretensión de la parte que la solicita es 

realizar conclusiones respecto de la prueba 

documental obrante en las actuaciones que, 

además, es el único medio de prueba propuesto. 

 

Para algún@s, dicha vista puede no convocarse 

teniendo en cuenta los siguientes argumentos: 1) 

La finalidad de la vista en el verbal es practicar 

prueba y la documental no exige la celebración de 

vista para practicarse. 2) Las conclusiones en el 

juicio verbal son potestativas del tribunal, por lo 

que, si no las considera necesarias, no las tiene que 

conceder. Con base en esos dos argumentos y si 

resultan innecesarias las conclusiones respecto de 

prueba documental, el tribunal podría acordar la no 

celebración de vista, pese a lo dispuesto en el 

artículo 438.4 LEC. 3) El artículo 185 LEC, que sí que 

prevé la celebración de vista aunque no se 

practiquen pruebas, no resulta de aplicación al 

juicio verbal, al regular un supuesto general que 

debe ceder ante la regulación especial. 

 

Por el contrario, otr@s consideran que dicha 

vista debe convocarse para respetar la pretensión 

de la parte de valorar la prueba documental 

obrante en la causa. Para ello no hay más trámite 

legal que la propia vista, sin que se sea procedente 

inventar uno de alegaciones escritas. Los principios 

en los que se basa esta tesis son los de defensa y 

contradicción, que deberían prevalecer.  

 

En todo caso, lo que la actual regulación del 

juicio verbal pone de manifiesto es que la prueba 

documental en el juicio verbal no se propone 

expresamente si no hay vista, sino que ha de 

entenderse propuesta por el mero hecho de su 

incorporación al escrito de demanda o 

contestación. 

 

 

E 
N EL JUICIO MONITORIO, ¿QUÉ 

OCURRE SI LA PARTE DEMANDANTE 

NO IMPUGNA LA OPOSICIÓN DE LA 

PARTE DEUDORA? 

 

En caso de que la parte demandante no 

impugne la oposición a la petición inicial de juicio 

monitorio efectuada por de la parte deudora la 

continuación del proceso puede plantear los 

siguientes interrogantes. Tras la oposición, el juicio 

monitorio se archiva por decreto y se incoa juicio 

verbal. Si la parte demandada solicita la celebración 

de vista, en principio, habrá de convocarse. En este 

caso, si el demandante no comparece a la misma 

resultará de aplicación el artículo 442 LEC: “1. Si el 

demandante no asistiese a la vista, y el demandado 

no alegare interés legítimo en la continuación del 

proceso para que se dicte sentencia sobre el fondo, 

se tendrá en el acto por desistido a aquél de la 

demanda, se le impondrán las costas causadas y se 
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le condenará a indemnizar al demandado comparecido, si éste lo solicitare y 

acreditare los daños y perjuicios sufridos.”.  

 

Si la parte demandante sí que comparece a la vista, la misma se celebrará 

pero habrá precluido para ella la posibilidad de realizar alegaciones y de 

aportar documentos. Por el contrario, si la parte demandada no solicita vista, 

las actuaciones quedarán vistas para sentencia, debiendo el tribunal valorar 

la prueba existente que consistirá en la documental de la petición inicial de 

juicio monitorio y en la documental que haya podido aportar la parte 

demandada en su escrito de oposición. Valorando la misma y aplicando las 

normas de carga de la prueba deberá concluir si se han acreditado los 

hechos constitutivos de la pretensión o las causas de oposición. 

 

 

A 
LCANCE DEL REQUISITO DE MEDIACIÓN PREVIA O 

ARBITRAJE DEL 132-4.3 DEL CÓDIGO DE CONSUMO DE 

CATALUNYA.  

 

Dicho precepto dispone que “las partes en conflicto, antes de interponer 

cualquier reclamación administrativa o demanda judicial, deben acudir a la 

mediación o pueden acordar someterse al arbitraje”. El Auto del Tribunal 

Constitucional de 12 de abril de 2016 alzó su suspensión, por lo que está 

plenamente vigente. 

 

Al mismo tiempo el artículo 5.2 de la Ley 20/2014, de medidas urgentes 

para afrontar la emergencia en el ámbito de la vivienda y la pobreza 

energética, dispone que “antes de interponer cualquier demanda judicial de 

ejecución hipotecaria o de desahucio por impago de alquiler, el demandante 

debe ofrecer a los afectados una propuesta de alquiler social…”. Sin 

embargo, este precepto y prácticamente la totalidad de la ley mencionada 

tiene suspendida su vigencia por haberlo así establecido el Auto del Tribunal 

Constitucional de 20 de septiembre de 2016. 

 

Finalmente, la Ley 4/2016, de 23 de diciembre, de medidas de protección 

del derecho a la vivienda de las personas en riesgo de exclusión residencial, 

regula en sus artículos 10 y siguientes un procedimiento de mediación, que 

no se impone como obligatorio, para personas en caso de 

sobreendeudamiento, siempre que no hayan iniciado un concurso de 

persona natural. 

 

El problema en la práctica se ha suscitado al haberse presentado escritos 

que hacen valer estas leyes para suspender los lanzamientos de ejecuciones 

hipotecarias y también de desahucios por falta de pago. Además, también es 
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frecuente que se invoquen estos motivos como 

causa de oposición tanto en el desahucio como en 

procesos hipotecarios. 

 

En cuanto a esta segunda cuestión, parece 

evidente que dichas alegaciones no pueden servir 

de base por sí mismas para desestimar la demanda 

de desahucio o estimar la oposición a la ejecución 

pues no son motivos de oposición previstos en 

esos procesos ni son argumentos de fondo 

invocables frente al ejercicio jurisdiccional de una 

acción cuyos elementos fácticos son acreditados y 

los jurídicos procedentes. 

 

En relación con la invocación de la suspensión 

de los procedimientos. Parece que nos 

encontramos antes preceptos inconstitucionales, a 

la vista del artículo 149.1 6º de la Constitución 

Española que atribuye al Estado Central la 

competencia exclusiva en “legislación procesal, sin 

perjuicio de las necesarias especialidades que en 

este orden se deriven de las particularidades del 

derecho sustantivo de las Comunidades 

Autónomas”, lo que parece no es el caso. 

 

Si la alegación se efectúa ya iniciado el 

procedimiento y habiéndose tramitado de manera 

sustancial (por ejemplo, ya se ha subastado el bien 

en un proceso de ejecución hipotecaria), cabría 

valorar la preclusión de esa alegación o, 

alternativamente, plantear la cuestión de 

inconstitucionalidad si se aprecian dudas sobre si la 

norma que se invoca es conforme o no a la 

Constitución. Esto último sucede también si la 

alegación se efectúa en el momento inicial del 

proceso.  

 

No obstante, es posible interpretar el precepto 

conforme a la Constitución y sostener que la 

regulación legal antedicha no tiene carácter 

imperativo y no opera como requisitos de 

procedibilidad puesto que el legislador catalán no 

tiene competencia sobre esa materia. Si dichos 

preceptos no son imperativos, el proceso puede 

continuar pese a que no se haya acudido 

previamente a los procedimientos de mediación 

estipulados en los mismos. 

 

 

C 
ONTRATOS DE PRÉSTAMO O 

FINANCIACIÓN PERFECCIONADOS 

CON CONSUMIDORES: 

¿NATURALEZA JURÍDICA CIVIL O MERCANTIL?. 

 

Se plantea la duda de si los contratos de 

préstamo o financiación firmados por partes 

consumidor@s con empresari@s ostentan la 

condición de contratos civiles o mercantiles. 

 

Por una parte, se afirma que si una persona 

consumidora se compra un coche y lo financia o si 

toma un préstamo vinculado para pagar la 

actividad de gimnasio o un curso de inglés, por 

ejemplo, no nos encontramos ante contratos 

mercantiles precisamente por la intervención de esa 

parte consumidora. 

 

Por otra parte, se defiende que cabe diferenciar 

entre un contrato civil o mercantil y un contrato en 

el que interviene o no una parte consumidora. Se 

trata de dos planos paralelos y compatibles.  

 

Así, cuando se financia la compra de un coche o 

las clases de inglés estamos ante contratos 

vinculados, el de compraventa o el de la prestación 

del servicio serían civiles, pero la relación de 

préstamo es mercantil por la intervención de la 

entidad financiera. Ello no le resta garantías al 

particular consumidor porque al ostentar esa 

condición se le aplica la normativa de defensa de 

los mismos.  

 

Además, no puede pasarse por alto que si se 

defiende que una póliza de préstamo a persona 

consumidora es civil debería denegarse el 

despacho de ejecución de acuerdo con el tenor 

literal del artículo 517.1 5º LEC. 
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TRIBUNAL DE JUSTICIA 
DE LA UNIÓN 
EUROPEA  
Y TRIBUNAL EUROPEO 
DE DERECHOS 
HUMANOS 

REGISTRO CIVIL. ESTADO CIVIL. 

TRANSGENERO.  

 

La STEDH de 6 de abril de 2017  ha 

considerado que el hecho de condicionar el 

reconocimiento de la identidad sexual de las 

personas transgénero a la realización de una 

operación o a un tratamiento de esterilización al 

cual éstas no desean someterse, supone 

condicionar el pleno ejercicio del derecho al 

respeto de la vida privada a la renuncia del pleno 

ejercicio del derecho al respeto de la integridad 

física. Asimismo, el TEDH estima que, en los 

presentes supuestos de hecho, hay una ruptura 

del equilibrio entre el interés general y el de las 

personas interesadas exigido a los Estados 

miembros. Por todo ello, el TEDH considera que 

en este sentido que el requisito impuesto por las 

autoridades de irreversibilidad de la 

transformación del aspecto supone una violación 

del artículo 8 CEDH. 

 

 

MERCANTIL. PROPIEDAD INTELECTUAL E 

INDUSTRIAL.  

 

La STJUE, Sala Segunda, de 26 de abril de 2017 

(Asunto C-527/15) considera reproducción 

pública, a efectos de garantizar derechos de 

propiedad intelectual, la venta de un reproductor 

que dirige a webs que permiten la descarga 

gratuita de contenidos protegidos.  

 

 

PROCESAL CIVIL. LITISPENDENCIA. 

CONCEPTO DE DEMANDA.  
 

La STJUE, Sala Segunda,  de 4 de mayo de 

2017 (Asunto C‑29/16) afirma que “el artículo 27, 

apartado 1, y el artículo 30, punto 1, del 

Reglamento (CE) Núm. 44/2001 del Consejo, de 22 

de diciembre de 2000, relativo a la competencia 

judicial, el reconocimiento y la ejecución de 

resoluciones judiciales en materia civil y mercantil, 

deben interpretarse en el sentido de que, en caso 

de litispendencia, la fecha en la que se ha iniciado 

un procedimiento dirigido a obtener una 

diligencia de prueba antes de cualquier proceso 

no puede constituir la fecha en la que «se 

considerará que conoce de un litigio», en el 

sentido del referido artículo 30, punto 1, un 

órgano jurisdiccional que ha de pronunciarse 

JURISPRUDENCIA 

RECOMENDADA 

http://hudoc.echr.coe.int/eng?i=001-172556
https://publications.europa.eu/en/publication-detail/-/publication/63fefbb8-8e1d-11e7-b92d-01aa75ed71a1/language-en/format-HTML/source-47510903
https://publications.europa.eu/en/publication-detail/-/publication/63fefbb8-8e1d-11e7-b92d-01aa75ed71a1/language-en/format-HTML/source-47510903
http://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf?docid=84441&doclang=es
http://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf?docid=84441&doclang=es
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sobre una demanda en cuanto al fondo presentada en ese mismo 

Estado miembro con posterioridad al resultado de dicha diligencia". 

 

 

MERCANTIL. TRANSPORTE AÉREO DE PASAJEROS. 

COMPENSACIÓN POR CANCELACIÓN DE VUELO.  

 

La STJUE, Sala Octava, de 11 de mayo de 2017 (Asunto C‑302/16) 

declara  que "los artículos 5, apartado 1, letra c), y 7 del Reglamento (CE) 

Núm. 261/2004 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 11 de febrero 

de 2004, por el que se establecen normas comunes sobre compensación 

y asistencia a los pasajeros aéreos en caso de denegación de embarque 

y de cancelación o gran retraso de los vuelos, y se deroga el Reglamento 

(CEE) núm. 295/91, deben interpretarse en el sentido de que el 

transportista aéreo encargado de efectuar el vuelo está obligado a 

abonar la compensación establecida en estas disposiciones en caso de 

que se cancele un vuelo sin que el pasajero haya sido informado de ello 

con al menos dos semanas de antelación con respecto a la hora de 

salida prevista, incluso cuando el transportista informó de esta 

cancelación, al menos dos semanas antes de tal hora, a la agencia de 

viajes a través de la cual se había concluido el contrato de transporte 

con el pasajero en cuestión pero esta agencia no informó a dicho 

pasajero dentro del plazo antes mencionado". 

 

 

CIVIL. BANCARIO. PRÉSTAMO EN DIVISA EXTRANJERA.  

 

La STJUE (Sala 2ª) de 20 de septiembre de 2017 (Asunto C-186/16) 

afirma que cuando una institución financiera concede un préstamo 

denominado en divisa extranjera, debe facilitar al prestatario la 

información suficiente para que éste pueda tomar decisiones fundadas y 

prudentes. La cláusula de que se trata forma parte del objeto principal 

del contrato de préstamo, por lo que su carácter abusivo únicamente 

podrá examinarse con arreglo a la Directiva en el supuesto de que no 

haya sido redactada de manera clara y comprensible. El prestatario 

deberá estar claramente informado de que, al suscribir un contrato de 

préstamo denominado en una divisa extranjera, se expone a un riesgo 

de tipo de cambio que le será, eventualmente, difícil de asumir desde un 

punto de vista económico en caso de devaluación de la moneda en la 

que percibe sus ingresos. Por otra parte, la entidad bancaria deberá 

exponer las posibles variaciones de los tipos de cambio y los riesgos 

inherentes a la suscripción de un préstamo en divisa extranjera, sobre 

todo en el supuesto de que el prestatario no perciba sus ingresos en 

esta divisa. 

STJUE 

STEDH 

http://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf?text=&docid=190586&pageIndex=0&doclang=es&mode=lst&dir=&occ=first&part=1&cid=1555778
http://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf?text=&docid=194645&pageIndex=0&doclang=ES&mode=lst&dir=&occ=first&part=1&cid=1556001


20 

 

TRIBUNAL SUPREMO 

FAMILIA. GUARDA Y CUSTODIA COMPARTIDA. 

La STS de 21 de diciembre de 2016 señala que si 

bien esta Sala se ha manifestado reiteradamente a 

favor de establecer el régimen de custodia 

compartida -por ser el más adecuado para el 

interés del menor- no implica que dicho interés 

determine siempre la constitución de tal régimen si 

se considera desfavorable. En el presente caso, 

aunque concurran varios de los requisitos que 

normalmente habrían de dar lugar al 

establecimiento del régimen de custodia 

compartida, existe una circunstancia que lo 

desaconseja por suponer una alteración de la vida 

normal de la menor, sobre todo cuando ya alcanza 

edad escolar, ya que ambos progenitores residen 

en poblaciones que distan entre sí unos cincuenta 

kilómetros, por lo que ello supondría que en 

semanas alternas la menor habría de recorrer esa 

considerable distancia para desplazarse al colegio. 

 

FAMILIA. DISCAPACIDAD Y CURATELA. ORDEN 

DE LLAMAMIENTO AL CURADOR. 

 La STS de 4 de abril de 2017 afirma que las razones 

por las que el tribunal puede apartarse del orden 

legal de llamamiento al curador son muy variadas. 

En ocasiones, porque el primer llamado no está en 

condiciones de hacerse cargo de la tutela, esto es, 

carece de la idoneidad exigida, o bien porque no 

quiera, pues, aunque constituye un deber legal, 

puede resultar contraproducente el nombramiento 

de quien no está dispuesto a asumir la tutela. Pero 

también es posible que la conflictividad familiar, 

unida a la situación de la persona tutelada, pueda 

desaconsejar el nombramiento de uno de los 

parientes llamados legalmente. En cualquier caso, 

debe imponerse como criterio decisor para el 

llamamiento el beneficio de la persona necesitada 

de tutela. 

 

CIVIL. CONSUMIDORES. PRUEBA DE SU 

CONDICIÓN.  

La STS de 5 de abril de 2017  sostiene que cuando 

no resulte acreditado claramente que un contrato 

se ha llevado a cabo de manera exclusiva con un 

propósito ya sea personal, ya sea profesional, el 

contratante en cuestión deberá ser considerado 

como consumidor si el objeto profesional no 

predomina en el contexto general del contrato, en 

atención a la globalidad de las circunstancias y a la 

apreciación de la prueba. 

 

CIVIL. DAÑO MORAL. CUANTIFICACIÓN. 

 La STS de 26 de abril de 2017 analiza los criterios 

de valoración del daño moral en supuestos contra 

el derecho al honor por improcedente inclusión en 

ficheros de morosos. Por una parte, ha de tenerse 

en cuenta la divulgación que ha tenido tal dato, 

pues no es lo mismo que sólo hayan tenido 

conocimiento los empleados de la empresa 

acreedora y los de las empresas responsables de los 

registros de morosos que manejan los 

correspondientes ficheros, a que el dato haya sido 

comunicado a un número mayor o menor de 

asociados al sistema que hayan consultado los 

registros de morosos. También es indemnizable el 

quebranto y la angustia producida por las gestiones 

más o menos complicadas que haya tenido que 

realizar el afectado para lograr la rectificación o 

cancelación de los datos incorrectamente tratados. 

 

PROCESAL. RECURSO DE APELACIÓN. 

IMPUGNACIÓN DE LA SENTENCIA.  

http://www.poderjudicial.es/search/contenidos.action?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=7900291&links=&optimize=20170102&publicinterface=true
http://www.poderjudicial.es/search/contenidos.action?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=7990711&links=&optimize=20170418&publicinterface=true
https://supremo.vlex.es/vid/677691889
http://www.poderjudicial.es/search/contenidos.action?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=8010035&links=proteccion%20de%20datos&optimize=20170509&publicinterface=true
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La STS de 26 de abril de 2017 afirma que la impugnación de la sentencia puede 

contener pretensiones divergentes de las que son objeto del recurso de 

apelación principal. El apelado puede impugnar los pronunciamientos de la 

sentencia que le sean desfavorables, por desconectados que estén con el objeto 

de la apelación principal. Aunque se fomente el inicial aquietamiento de las 

partes ante resultados parcialmente desfavorables, en el caso de que la 

situación de una de ellas pueda ser agravada por el recurso de apelación de la 

otra, se favorece la impugnación de la sentencia siempre que no se haya 

apelado inicialmente la sentencia y que dicha impugnación vaya dirigida solo 

contra el apelante. Lo único que resulta prohibido es que la parte aproveche el 

trámite de impugnación para incorporar al debate aspectos que no combatieron 

inicialmente en su recurso. 

 

PROCESAL. CAPACIDAD PARA SER PARTE. SOCIEDAD DISUELTA Y 

LIQUIDADA. 

La STS 24 de mayo de 2017 reconoce la capacidad para ser parte de la sociedad 

de capital disuelta y liquidada, después de la cancelación de todos sus asientos 

registrales. 

 

CIVIL. DERECHO AL HONOR.  

La STS de 29 de mayo de 2017 resuelve un supuesto de vulneración del derecho 

al honor de la persona querellada por la grave y falsa imputación que se vierte 

en la querella. La resolución es del Pleno. 

 

CIVIL. RESPONSABILIDAD CIVIL PROFESIONAL. PROCURADOR.  

La STS de 29 de mayo de 2017 resuelve sobre una negligencia profesional de 

procurador. Alcance y contenido de la obligación de poner en conocimiento del 

letrado director la proximidad del vencimiento del plazo de caducidad de la 

anotación preventiva de embargo para evitar que se produzca. 

 

CIVIL. CONSUMIDORES Y USUARIOS. CLÁUSULAS ABUSIVAS.  

La STS de 8 de junio de 2017 decide sobre los efectos que puede tener la STS 

705/2015, de 23 de diciembre, que estimó la acción colectiva planteada contra 

el Banco Popular, en un posterior litigio en que se ejercita una acción individual 

contra la misma entidad sobre nulidad de una condición general abusiva por 

falta de transparencia. Declara la Sala que para que esta sentencia tenga efectos 

en litigios posteriores, el juez que resuelve la acción individual debe apreciar el 

carácter abusivo de la cláusula por las mismas razones expresadas en aquélla. 

 

PROCESAL. COMPETENCIA OBJETIVA. DIVORCIO. 

 El AATS del  Pleno de 14 de junio de 2017 resuelve conflicto de competencias 

entre un juzgado de violencia sobre la mujer y otro de primera instancia con 

competencia exclusivo en materia de familia. La competencia para conocer de la 

http://www.poderjudicial.es/search/contenidos.action?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=8004370&links=desplazamiento&optimize=20170503&publicinterface=true
http://www.poderjudicial.es/search/documento/TS/7914617/Contratos%20de%20servicios%20de%20inversion/20170123
http://www.poderjudicial.es/search/contenidos.action?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=8042489&links=&optimize=20170602&publicinterface=true
http://www.poderjudicial.es/search/contenidos.action?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=8046406&links=&optimize=20170606&publicinterface=true
http://www.poderjudicial.es/search/contenidos.action?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=8056010&links=&optimize=20170614&publicinterface=true
http://icalapalma.com/2017/07/18/tribunal-supremo-auto-del-pleno-la-sala-14-junio-2017/
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demanda de modificación de medidas posterior a la 

sentencia de divorcio que fue dictada por un 

juzgado de violencia sobre la mujer corresponde al 

juzgado de primera instancia con competencia en 

materia de familia si en ese momento se ha 

producido sobreseimiento de las actuaciones 

penales. 

 

CIVIL. PRESCRIPCIÓN. 

 La STS del Pleno de 27 de junio de 2017 afirma 

que la tramitación de un proceso penal sobre los 

mismos hechos retrasa el inicio del cómputo del 

plazo de prescripción extintiva de la acción civil, al 

constituir un impedimento u obstáculo legal a su 

ejercicio. 

 

PROCESAL. COSTAS. CLÁUSULA SUELO.. 

La STS del Pleno de 4 de julio de 2017 se pronuncia 

por primera vez sobre la imposición de costas de 

las instancias anteriores tras la estimación del 

recurso de casación interpuesto por un particular, 

con la consiguiente obligación de restitución de la 

totalidad de las cantidades cobradas de más en 

virtud de la cláusula suelo declarada nula, con 

completo efecto retroactivo, tras ajustar la sala su 

doctrina a la del TJUE.  

 

La norma general en la imposición de costas es el 

principio de vencimiento, de modo que la no 

imposición de costas al banco demandado 

supondría en este caso la aplicación de una 

salvedad a dicho principio en perjuicio del 

consumidor. Si el consumidor, a pesar de vencer el 

litigio, tuviera que pagar sus gastos en las 

instancias, se produciría un efecto disuasorio 

inverso, para que los consumidores no promovieran 

litigios por cantidades moderadas. Además, la 

actividad procesal del banco demandado 

pretendió, más allá de invocar a su favor la anterior 

doctrina jurisprudencial, intentar su suspensión por 

prejudicialidad civil, negar por completo la 

obligación de restitución, y oponerse a la admisión 

antes y después de tener conocimiento del 

contenido de la STJUE de 21 de diciembre de 2016. 

La sentencia cuenta con el voto particular de tres 

magistrados, fundado en el cambio sobrevenido de 

jurisprudencia y las serias dudas de hecho o de 

derecho que ello ha producido, así como en la 

ausencia de afectación del principio de efectividad. 

 

FAMILIA. GASTOS ESCOLARES.  

La STS de 13 de septiembre de 2017 afirma que los 

gastos causados al comienzo del curso escolar de 

cada año son gastos ordinarios en cuanto son 

gastos necesarios para la educación de los hijos, 

incluidos, por lo tanto, en el concepto legal de 

alimentos. Sin esos gastos los hijos no comenzarían 

cada año su educación e instrucción en los 

colegios. Y porque se producen cada año son, 

como los demás gastos propios de los alimentos, 

periódicos (lo periódico no es solo lo mensual) y, 

por lo tanto, previsibles en el sí y aproximadamente 

en el cuánto. La consecuencia es obvia: son gastos 

que deben ser tenidos en cuenta cuando se fija la 

pensión alimenticia, esto es, la cantidad que cada 

mes el cónyuge no custodio debe entregar al 

cónyuge custodio como contribución al pago de 

los alimentos de los hijos comunes.  

 

CIVIL. BANCARIO. ANULABILIDAD Y DAÑOS Y 

PERJUICIOS.  

La STS de 13 de septiembre de 2017 defiende que 

en los contratos de depósito y administración de 

valores, la consecuencias del incumplimiento del 

deber de información al cliente permite accionar 

por nulidad relativa/anulabilidad por vicios en el 

consentimiento o para exigir daños y perjuicios 

derivados de incumplimiento contractual. Lo que 

no procede es una acción de resolución del 

contrato por incumplimiento, en los términos del 

art. 1124 CC, dado que el incumplimiento, por su 

propia naturaleza, debe venir referido a la ejecución 

del contrato, mientras que aquí el defecto de 

asesoramiento habría afectado a la prestación del 

consentimiento. 
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PROCESAL. SOCIEDAD DE GANANCIALES. 

LIQUIDACIÓN.  

La STS de 13 de septiembre de 2017 sostiene que 

cuando un cónyuge paga con dinero privativo la 

amortización del préstamo hipotecario que grava el 

inmueble ganancial, haciendo frente de ese modo 

con dinero propio a una deuda ganancial, surge 

desde entonces un crédito a su favor contra la 

sociedad de gananciales que en la liquidación debe 

integrarse en el pasivo de la misma. La donación no 

se presume. 

 

CIVIL. LEY 57/1968.  

La STS de 14 de septiembre de 2017 fija doctrina 

jurisprudencial sobre la responsabilidad de las 

entidades de crédito y sobre las pólizas colectivas 

de seguro o aval en el régimen de la Ley 57/1968.  

 

PROCESAL CIVIL. COSTAS. CLÁUSULA SUELO.  

El ATS de 14 de septiembre de 2017 impone las 

costas a la entidad bancaria que desiste del recurso 

de casación tras conocer el cambio de 

jurisprudencia del Tribunal Supremo, que defiende 

la doctrina del “efecto disuasorio inverso” a favor 

del consumidor para evitar que se le impongan las 

costas. Pese al desistimiento del recurso, la 

aplicación de esa misma doctrina obliga a imponer 

las costas a la entidad bancaria. 

 

CIVIL. OBLIGACIONES SOLIDARIAS. 

PRESCRIPCIÓN. 

La STS de 15 de septiembre de 2017 establece que 

la interrupción de la prescripción de acciones en las 

obligaciones solidarias aprovecha o perjudica por 

igual a todos los acreedores y deudores. Sin 

embargo, no puede producir efectos interruptivos 

de la prescripción para el asegurado la reclamación 

extrajudicial dirigida exclusivamente frente a su 

aseguradora, que sólo cubría su responsabilidad 

hasta una cantidad inferior a la reclamada. 

 

CIVIL. CONSUMIDORES. CLÁUSULAS 

ABUSIVAS.  

La STS de 20 de septiembre de 2017 analiza una 

cláusula que establece que, en caso de litigio sobre 

el periodo máximo de utilización autorizada de la 

bicicleta por el cesionario, prevalecerán los datos 

entregados por el servidor informático del cedente. 

El TS entiende que no es abusiva una cláusula que 

establece una presunción que admite prueba en 

contrario. 

 

FAMILIA. CUSTODIA COMPARTIDA. 

PROCEDIMIENTO DE MODIFICACIÓN DE 

MEDIDAS. 

 La STS de 27 de septiembre de 2017 reconoce la 

eficacia del convenio regulador en el que se pactó 

la atribución de la vivienda a la madre e hijas 

mientras éstas convivan con ella, aunque alcancen 

la mayoría de edad. El convenio es, por tanto, un 

negocio jurídico de derecho de familia que, de 

acuerdo con la autonomía de la voluntad de los 

afectados, puede contener tanto pactos típicos 

como atípicos, como el del litigio.  

 

FAMILIA. CUSTODIA COMPARTIDA. 

DENEGACIÓN. La STS de 27 de septiembre de 

2017 deniega esta modalidad de custodia porque 

conlleva como premisa la necesidad de que entre 

los padres exista una relación de mutuo respeto 

que permita la adopción de actitudes y conductas 

que beneficien al menor, que no perturben su 

desarrollo emocional y que pese a la ruptura 

afectiva de los progenitores se mantenga un marco 

familiar de referencia que sustente un crecimiento 

armónico de su personalidad. 

 

CIVIL. SEGUROS. RIESGOS EXCLUIDOS.  

La STS de 27 de septiembre de 2017 afirma que 

una cláusula que excluya los riesgos derivados   de 

siniestros que tengan su origen o sean 

consecuencia directa o indirecta del uso de 

estupefacientes no prescritos médicamente es 

válida, siempre que se cumplan con las exigencias 

establecidas en el art. 3 LCS para validez y eficacia 

de las cláusulas limitativas de los derechos del 
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asegurado: a) con relación al requisito del especial 

resalte, aparte de una llamada expresa a los riesgos 

excluidos que se realiza desde las condiciones 

particulares al condicionado general, vienen 

suficientemente destacadas en «negrita» y son 

fácilmente detectables por el asegurado; b) no son 

complejas, sino de fácil entendimiento por el 

asegurado; y c) la póliza aparece firmada por el 

asegurado tanto en las condiciones particulares, 

como en las condiciones generales, en la forma que 

exige la jurisprudencia citada.  

 

PROCESAL. REVISIÓN Y RESCISIÓN 

SENTENCIAS.  

La STS de 27 de septiembre de 2017 reconoce la 

existencia de maquinación fraudulenta por 

realizarse el acto de comunicación por edictos pese 

a conocer la parte demandante el domicilio 

personal de la demandada. No cabe prescindir de 

la llamada a juicio en forma personal cuando existe 

una posibilidad directa o indirecta de localizar al 

interesado y hacerle llegar el contenido del acto de 

comunicación. En consecuencia, el actor tiene la 

carga procesal de que se intente dicho acto en 

cuantos lugares existe base racional suficiente para 

estimar que pueda hallarse la persona contra la que 

se dirige la demanda y debe desplegar la diligencia 

adecuada en orden a adquirir el conocimiento 

correspondiente, aunque no cabe exigirle una 

diligencia extraordinaria. 

 

PROCESAL. COSA JUZGADA. CLÁUSULAS 

ABUSIVAS.  

La STS del Pleno de 27 de septiembre de 2017 

afirma que es improcedente apreciar la cosa 

juzgada cuando en el proceso ejecutivo previo no 

había posibilidad procesal para oponer la 

abusividad de las cláusulas contractuales que se 

aduce en el declarativo posterior. 

 

CIVIL. CLÁUSULA PENAL. MODERACIÓN.  

La STS de 2 de octubre de 2017 recuerda que la 

facultad moderadora de la pena atribuida al juez en 

el art. 1154 CC. La moderación de la pena queda 

condicionada a la concurrencia del supuesto 

previsto en el precepto, esto es, que la obligación 

hubiera sido en parte o irregularmente cumplida 

por el deudor. Pero no cabe moderación de la pena 

cuando la misma hubiera sido prevista para 

sancionar, precisamente, el incumplimiento 

producido.  

 

FAMILIA. PENSIÓN COMPENSATORIA.  

La STS de 2 de octubre de 2017 afirma que la 

transformación de la pensión establecida con 

carácter indefinido en temporal puede venir dada 

por la idoneidad o aptitud para superar el 

desequilibrio económico, y alcanzarse, por tanto, la 

convicción de que no es preciso prolongar más allá 

su percepción por la certeza de que va a ser factible 

la superación de este desequilibrio; juicio 

prospectivo para el cual el órgano judicial ha de 

actuar con prudencia y ponderación, con criterios 

de certidumbre. 

 

CIVIL. ARRENDAMIENTO. DESISTIMIENTO.  

La STS de 3 de octubre de 2017 sostiene en 

relación con el arrendamiento para uso distinto de 

vivienda, que si no está pactado no cabe el 

desistimiento unilateral por parte del arrendatario. 

Es necesario algo más que el silencio o la no 

recepción de las llaves, para considerar aceptada la 

resolución unilateral. El arrendador puede exigir el 

cumplimiento del contrato y reclamar las rentas 

debidas y las rentas pendientes hasta la finalización 

de la duración del contrato.  
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FAMILIA. EJECUCIÓN DE SENTENCIA DE FAMILIA. LEGITIMACIÓN. 
El AAP de Cádiz, Sección 5ª, de 9 de enero de 2017 niega la legitimación de la hija 

mayor de edad para solicitar la ejecución de una sentencia que decreta la disolución 

por divorcio del matrimonio contraído por sus padres, con adopción de las medidas 

definitivas sobre la vida familiar y, entre ellas, la pensión alimenticia a su favor.  

 

CIVIL. CLÁUSULAS ABUSIVAS. COMISIONES.  
El AAP de Almería, Sección 10ª, de 10 de enero de 2017 declara la nulidad de la 

cláusula relativa a comisiones por reclamación de posiciones deudoras vencidas. 

Sostiene que no consta que el banco haya tenido gasto alguno motivado por la 

situación de descubierto o por posiciones deudoras derivados de los productos 

bancarios concertados por la ejecutada, ni que, como consecuencia de tales 

circunstancias, haya realizado alguna gestión o servicio.  

 

PROCESAL. CESIÓN DE CRÉDITO LITIGIOSO.  
El AAP de Madrid, Sección 20ª, de 14 de febrero de 2017 revoca un sobreseimiento 

por falta de información sobre el precio y otros datos del contrato en un supuesto de 

cesión del crédito litigioso. Los argumentos son dos, esencialmente. Por una parte, el 

retracto no ha sido accionado por la demandada y el tribunal no puede controlar esta 

cuestión de oficio (AAP Madrid, Sección 8ª, de 1-12-16 y AAP Valencia, Sección 7ª, de 

15-7-15); por la otra, la cesión global de créditos no admite el retracto (SAP Madrid, 

Sección 9ª, de 29-9-16, AAP Madrid, Sección 25ª, de 2-12-16, STS 31-10-2008 y STS 1

-4-15).  

 

PROCESAL. CESIÓN DE CRÉDITO. RETRASO DESLEAL.  
El AAP de Barcelona, Sección 1ª, de 26 de abril de 2017 aprecia de oficio el retraso 

desleal en un procedimiento de ejecución en el que, después de doce años sin 

actividad procesal, se persona una nueva entidad por cesión del crédito. Sostiene que 

el transcurso de un periodo de tiempo que supera al de prescripción de la acción 

ejecutiva permite la aplicación de la doctrina del retraso desleal, si la parte ejecutada 

no ha invocado la institución de la prescripción. 

AUDIENCIA 
PROVINCIAL 
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PROCESAL. JUICIO MONITORIO. 

VENCIMIENTO ANTICIPADO. ARCHIVO.  
El AAP de Les Illes Balears, Sección 3ª, de 27 de 

abril de 2017 trata sobre una demanda de juicio 

monitorio por impago de cuotas de préstamo para 

la adquisición de vehículo. Tanto en el Decreto 

como el Auto que archivan el juicio monitorio 

deniegan la entrega del bien financiado. Al recurrir 

en apelación, se revocan ambas resoluciones, ya 

que, según la Audiencia, una vez despachada la 

ejecución, proseguirá ésta conforme a lo dispuesto 

para la de sentencias judiciales (art. 816 LEC). Se 

trata de una remisión que, por lo tanto, no solo 

posibilita, sino que explícitamente ordena, la 

aplicación de la disciplina legal de la ejecución de 

sentencias y, por ende, la medida prevista en el art. 

634.2 LEC que la juzgadora de primer grado ha 

denegado, consistente en la entrega del bien 

vendido o financiado a plazos cuyo impago se 

reclama. 

 

PROCESAL. EJECUCIÓN TÍTULO NO 

JUDICIAL. SUCESIÓN PROCESAL. 
El AAP de Madrid, Sección 12ª, de 27 de abril de 

2017 resuelve sobre un incidente derivado de la 

solicitud de personación y sucesión procesal por 

quien afirma haber adquirido el crédito objeto de 

ejecución. La Audiencia revoca el Auto en el que se 

denegaba la sucesión y se archivaba el expediente 

sin pago efectivo alguno por parte del deudor o de 

un tercero en su nombre. Como la sucesión supone 

la salida de una parte la entrada de otra, si no se 

aprueba la sucesión, continúan en el proceso las 

partes iniciales, puesto que no puede suponerse 

que la ejecutante haya desistido o ha renunciado ni 

que se haya declarado satisfecha. 

 

PROCESAL CIVIL. EJECUCIÓN HIPOTECARIA.  
El AAP de Barcelona, Sección 1ª, de 2 de mayo de 

2017 señala que cuando el artículo 695 LEC señala 

que "sólo se admitirá la oposición" por alguna de 

las causas que establece ese precepto, se está 

refiriendo a las causas de oposición de fondo o 

materiales (entendidas como las que liberan total o 

parcialmente al deudor de cumplir con la 

obligación exigida), pero no a las causas de 

oposición procesales contempladas en el artículo 

559 LEC. 

 

PROCESAL CIVIL. RECURSO DE APELACIÓN. 

IMPUGNANTE.  
El AAP de Valladolid, Sección 1ª, de 2 de mayo de 

2017 afirma lo siguiente en relación con la parte 

impugnante en el recurso de apelación: “Segundo.- 

La primera cuestión que debe resolverse en este 

trámite procesal es la atinente a la pertinencia del 

recurso de apelación que interpone Dª. María 

Esther cuando conforme a lo establecido en el 

artículo 461 de la Ley de Enjuiciamiento Civil le es 

dado traslado para oponerse al recurso de 

apelación interpuesto de contrario y, en su caso, 

formular impugnación de la resolución recurrida en 

cuanto le resulte desfavorable, siendo así que lo 

que hace propiamente es interponer el recurso de 

apelación que debió formular en el plazo legal de 

veinte días desde la notificación de la resolución, lo 

que bien pudiera determinar ahora la 

extemporaneidad de esta apelación y consiguiente 

declaración de inadmisión de la misma.  Sin 

embargo, y pese a lo indicado, como resulta de la 

regulación dada al recurso de apelación por la Ley 

1/2000 que la impugnación que autoriza el artículo 

461 de la Ley de Enjuiciamiento Civil a quien 

inicialmente no hubiera apelado es un recurso 

autónomo cuyos límites y alcance no vienen 

condicionados, convirtiéndose el impugnante en 

verdadero apelante en los concretos puntos que 

especifique”. 

 

PROCESAL. OPOSICIÓN A LA EJECUCIÓN. 

COSTAS PROCESALES.  
El AAP de Cádiz, Sección 5ª, de 15 de mayo de 2017 

afirma que, en la oposición a la ejecución, el 

artículo 561 de la Ley de Enjuiciamiento Civil se 

pronuncia sólo en materia de costas respecto de la 
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total estimación o desestimación de las causas de 

oposición a la ejecución pero no se menciona el 

supuesto de estimación parcial. No obstante, la 

remisión al 394 LEC supone que, si la estimación es 

parcial, no habrá condena en costas. En estos 

casos, hay quien considera que procede hacer una 

distinción entre las costas de la ejecución y las 

costas propias del incidente de oposición, con 

objeto de imponer al ejecutado las costas, al 

menos, de la ejecución -aunque no las del 

incidente a la vista de la estimación parcial de su 

oposición-. Así expresamente en el párrafo 2º del 

artículo 539.2 de la LEC se prevé que “las costas del 

proceso de ejecución -salvo aquellas actuaciones 

en las que se prevea por la ley expreso 

pronunciamiento sobre costas- serán a cargo del 

ejecutado sin necesidad de expresa imposición”. 

Parece claro que ello no ha de significar que el 

ejecutado no deba responder del perjuicio, aunque 

sea «parcial», que sí ha causado al ejecutante. 

 

PROCESAL. MONITORIO. INDAMISIÓN A 

TRÁMITE PETICIÓN INICIAL. CLÁUSULA DE 

VENCIMIENTO ANTICIPADO ABUSIVA. 
El AAP de Valencia, Sección 11ª, de 15 de mayo de 

2017 confirma el auto del juzgado del juzgado de 

primera instancia que inadmite la demanda de 

juicio monitorio tras declarar la nulidad de las 

cláusulas de vencimiento anticipado insertas en 

varios contratos de préstamo cuyo impago se 

reclama, puesto que tales cláusulas repercuten 

decisivamente sobre cómo debió ser el abono de 

las cuotas de los préstamos y sobre el monitorio a 

iniciar con base al impago de las mismas, 

desnaturalizando además el saldo final que se 

reclama como debido.  

 

PROCESAL. CONDENA EN COSTAS. 

SOLIDARIDAD IMPROPIA. 
El AAP de Madrid, Sección 18ª, de 16 de mayo de 

2017 realiza un estudio sobre si la condena en 

costas contiene una obligación mancomunada o 

solidaria, en el caso de una pluralidad de obligados 

a satisfacerlas. En el caso concreto la Sala aplica la 

regla de la solidaridad pues con independencia de 

la dicción del artículo 1137 CC existe solidaridad 

impropia entre los sujetos a quienes alcanza la 

responsabilidad por el ilícito culposo, con 

pluralidad de agentes y concurrencia de causa 

única, lo que hace deba preferirse el vínculo de 

solidaridad. 

 

CIVIL. CLÁUSULAS ABUSIVAS. DERECHOS 

EXCUSIÓN, DIVISIÓN Y ORDEN.  
La SAP Álava, Sección 1ª, de 12 de junio de 2017 

declara la nulidad por abusiva de la cláusula por la 

que el consumidor renuncia a los derechos de 

excusión, división y orden. 

 

PROCESAL. CUESTIÓN PREJUDICIAL 

COMUNITARIA. SUSPENSIÓN EJECUCIÓN 

HIPOTECARIA.  
El AAP Lleida, Sección 2ª, de 30 de junio de 2017 

suspende la tramitación de una ejecución 

hipotecaria como consecuencia de la cuestión 

prejudicial comunitaria planteada por el Tribunal 

Supremo por auto de fecha 8 de febrero de 2017. 

 

REGISTRO CIVIL. INSCRIPCIÓN DE 

MATRIMONIO EXTRANJERO.  
La SAP de Huesca, Sección 1ª, de 31 de julio de 

2017 desestima recurso de apelación interpuesto 

por la Abogacía del Estado en representación de la 

demandante la Dirección General de los Registros y 

del Notariado, al que se adhirió el Ministerio Fiscal, 

contra una Sentencia dictada por el Juzgado de 

Primera Instancia Nº 5 de Huesca que había 

declarado la procedencia de la inscripción de un 

matrimonio celebrado en la localidad de Suduwol 

de Gambia el 23 de enero de 1996 en el Registro 

Civil Español al entender que el orden público 

constitucional no queda vulnerado por la 

inscripción del matrimonio celebrado en Gambia. 

Los fundamentos de derecho de la referida 

resolución pueden resumirse de la siguiente 

manera: i) "La recurrente Dirección General de los 

Registros y del Notariado, con la adhesión el 

Ministerio Fiscal, impugna la Sentencia estimatoria 

de la demanda por la que se declara que 
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procede la inscripción en el Registro Civil Central 

del matrimonio del actor, actualmente de 

nacionalidad española, había celebrado en su país 

de origen, del que en aquel momento era súbdito, 

con una mujer de nacionalidad gambiana". Gambia 

el 23 de enero de 1996 en el Registro Civil Español 

al entender que el orden público constitucional no 

queda vulnerado por la inscripción del matrimonio 

celebrado en Gambia y que el allí demandante no 

podrá volver a casarse bajo el paraguas de nuestras 

leyes, pues el vínculo matrimonial contraído en 

Gambia quedará sujeto a los derechos y deberes 

del ordenamiento español desde la inscripción en 

el Registro Civil.  

ii)  “.....Es verosímil que el demandante, al momento 

de casarse en Gambia, no tuviera otra opción que 

aceptar el matrimonio legal celebrado bajo la ley 

islámica, pero una cosa es que la Sharia contemple 

la poligamia y otra que el actor haya ejercido esta 

opción o tenga intención de ejercerla. Una vez 

inscrito el matrimonio en el Registro Civil Central, 

ningún otro eventual matrimonio que pudiera 

contraer el actor merecerá la protección del 

Derecho español, cuya integración en la sociedad 

española, por otra parte, no ha quedado en 

absoluto desvirtuada en este proceso. Procede por 

todo ello mantener lo resuelto en la instancia”.  

iii) "....Se parte de la base de que el demandante, 

que ya es español, solo se ha casado una vez y que 

la inscripción en el Registro le impediría volver a 

casarse en España. Así, pues el vínculo matrimonial 

contraído en Gambia quedará sujeto a los derechos 

y deberes del ordenamiento español desde la 

inscripción en el Registro Civil. La Audiencia 

considera razonables los argumentos desarrollados 

en la Sentencia de instancia, y siempre teniendo en 

cuenta que el actor solo ha contraído matrimonio 

una vez y que ha reagrupado en España a su grupo 

familiar, opta por asumir dicha tesis". 

 

CIVIL. SEGUROS. INTERESES ARTÍCULO 20 

LCS.  
El AAP de Vizcaya, Sección 4ª, de 1 de septiembre 

de 2017 sostiene que la aseguradora no se libera 

del interés del artículo 20 LCS y 576.1 LEC por 

consignar. Debe hacer un previo ofrecimiento de 

pago ya que, de lo contrario, el ofrecimiento sigue 

operando. 

 

PROCESAL. LEGITIMACIÓN ACTIVA. 

TITULACIÓN PRÉSTAMOS HIPOTECARIOS.  
El AAP Castellón, Sección 3ª, de 19 de octubre de 

2017 niega la legitimación activa al titular inscrito 

de hipoteca (entidad bancaria prestamista 

originaria) ya que ha cedido la misma a un fondo 

de titulación. 

 

CIVIL. CLÁUSULAS ABUSIVAS. IRPH.  
La SAP Cádiz, Sección 5ª, de 23 de octubre de 2017 

declara nulo el índice IRPH.  

 

Otras resoluciones que también han declarado 

abusiva este tipo de cláusulas son: la SAP de 

Vizcaya, Sección 3ª, de ocho de febrero de2017, la 

SAP de Vizcaya, Sección 4ª, de 28 de abril de 2017, 

la SAP Álava Nº 85/16 de 10 de marzo de 2016, la 

SAP de Salamanca, Sección 1ª, de 31 de marzo de 

2017, la SAP de Alicante, Sección 6ª, de 11 de mayo 

de 2017, y la SAP de Madrid, Sección 13ª, de 4 de 

mayo de 2017. 
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